TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / AUSENCIA DE DEFECTO FÁCTICO / PRUEBA DECRETADA EN SEGUNDA INSTANCIA - No debe ser valorada cuando fundamenta un cargo propuesto fuera de la demanda
[S]i bien es cierto que el Tribunal Administrativo del Quindío no valoró las pruebas decretadas en segunda instancia (…) ello obedeció a un impedimento legal. Así, la autoridad judicial cuestionada expuso razonadamente que, el ponente del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho decretó prueba en segunda instancia respecto a los argumentos de la apelante, en cuanto al tema de la «falsedad ideológica», pero al momento de entrar a estudiar el fondo para resolver el recurso de apelación, evidenció que se trataba de un cargo nuevo para fundamentar sus pretensiones de nulidad del acto administrativo, expedido por el Departamento del Quindío, el que no fue propuesto en el debido momento procesal, de conformidad con lo regulado en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y lo establecido por la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre la materia. (…) [S]i el Tribunal Administrativo del Quindío hubiese hecho cualquier estudio sobre las pruebas decretadas en segunda instancia, respecto a un cargo de nulidad que no fue propuesto en la adecuada etapa procesal implicaría un desconocimiento de la garantía constitucional al debido proceso que le asiste a las demás partes del proceso ordinario, así como a los terceros con interés vinculados, si los hubiere, toda vez que, desde el inicio del proceso o en la reforma de la demanda (oportunidad en la que se podía introducir dicho cargo) no se hizo, motivo por el cual aquellos no hubiesen tenido la posibilidad de defenderse respecto del mismo, en atención a que sólo fue traído a colación por la apoderada judicial de la tutelante hasta el escrito de apelación contra el fallo de primera instancia del Juzgado Sexto Administrativo del Circuito Judicial de Armenia. Así las cosas, no se configuró el defecto fáctico alegado, en tanto la providencia objeto de cuestionamiento, si bien, no valoró las pruebas decretadas en segunda instancia, su decisión se encuentra razonable y atendió al estudio de los diferentes planteamientos de las partes, las pruebas allegadas oportunamente, la normatividad y la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre la materia.
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Actor: ANA MILENA CASTAÑO OROZCO

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL QUINDÍO

Resuelve la Sala la impugnación interpuesta por la señora ANA MILENA CASTAÑO OROZCO contra el fallo de 26 de septiembre de 2018, dictado por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, por medio del cual negó el amparo deprecado.
I. ANTECEDENTES

1. La tutela

La señora CASTAÑO OROZCO promovió acción de tutela, el 9 de agosto de 2018,
 invocando la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa, presuntamente vulnerados por Tribunal Administrativo del Quindío. Dicha autoridad judicial, en segunda instancia confirmó la negativa a las pretensiones elevadas, dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, radicado con el No. 63001-33-33-002-2013-00178-01.

1.1. Hechos

Los supuestos fácticos de la presente acción, en síntesis, son los siguientes:

1.1.1. La tutelante, mediante la Resolución No. 359 del 3 de julio de 2008, fue nombrada en provisionalidad, en el cargo de auxiliar administrativa, código 407, grado 39, en el Instituto Seccional de Salud del Quindío.

Ahora bien, la Gobernadora del Departamento del Quindío, en ejercicio de las facultades pro tempore conferidas por medio de la Ordenanza No. 9 del 27 de febrero de 2012,
 expidió el Decreto No. 1015 de 2012, que suprimió el Instituto Seccional de Salud del Quindío y el Decreto No. 1016 del 25 de septiembre de 2012, que ordenó en su artículo 1º entre otros la supresión del cargo que venía desempeñando en provisionalidad la accionante. Decisión que le fue comunicada a través del oficio No. 45 de la misma fecha, por el liquidador designado.
1.1.2. Al no estar de acuerdo, mediante apoderada judicial, presentó demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, el 11 de marzo de 2013,
 en la que solicitó:

«1. Que se declare la nulidad del Decreto 1016 de septiembre 24 de 2012, por medio del cual se suprimió el cargo que venía desempeñando la actora. 

2. Que como consecuencia de las declaraciones anteriores, se condene al DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO a pagarle a la demandante por concepto de restablecimiento del derecho las sumas dejadas de percibir por concepto de salarios y prestaciones sociales, tales como primas, vacaciones, bonificaciones y demás emolumentos a que tiene derecho desde el 25 de septiembre de 2012 hasta la fecha en que sea reintegrada al cargo. 

3. Que como consecuencia de las declaraciones anteriores, se condene al DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO a título de restablecimiento a reintegrar a la señora ANA MILENA CASTAÑO OROZCO C.C. No. (…) expedida en Armenia, Quindío en el cargo de AUXILIAR ADMINISTRATIVA, CÓDIGO 407, GRADO 39, que venía desempeñando en el momento de la supresión o a otro igual o de superior categoría».

Y con memorial del 14 de noviembre de 2013,
 aclaró el numeral primero de las pretensiones, así:

«1. Que se declare la nulidad parcial del Decreto 1016 de septiembre 24 de 2012, por medio del cual suprimió el cargo que venía desempeñando el actor {sic}.

Las demás pretensiones no sufren modificaciones».

Como fundamentos de la acción manifestó que el proceso de supresión de cargos de carrera administrativa, entre ellos el ocupado en provisionalidad por la tutelante, no cumplió con el procedimiento fijado en la Ley 909 de 2004 y el Decreto No. 19 de 2012, pues desconoció en sus requisitos mínimos el trámite para determinar las necesidades de personal como es la «evaluación de funciones, perfiles y cargas de trabajo» que debe realizarse con el fin de definir los cargos a suprimir.

También se dejó de aplicar el artículo 20 del Decreto 1015 de 2012, que dejó en cabeza del liquidador la responsabilidad de presentar un plan de supresión de cargos, toda vez que de acuerdo al oficio No. 93 del 16 de enero de 2013, el mismo no se elaboró.

Por otro lado, afirmó que de la lectura del contrato interadministrativo No. 046 de 2012, suscrito con la ESAP y de la Resolución No. 516 del día 17 del mismo mes y año, se puede observar que su objeto nada tenía que ver con la supresión del Instituto, sino de manera exclusiva se refería a la reestructuración o modernización de la Gobernación y de la administración central, sin mencionar si quiera al Instituto Seccional de Salud del Quindío.

En vista de lo anterior, sostuvo que la liquidación de dicho Instituto no contó con la planeación que ese tipo de procedimientos exige y no se fundó en necesidades del servicio claramente demostradas o en razones de modernización de la administración, ni en justificaciones o estudios técnicos que así lo demostraran.

También, planteó que hubo desconocimiento de la guía metodológica de la Función Pública y se evidenció una falsa motivación por parte de la entidad al comparar la planta de personal propuesta por la ESAP para la Secretaría de Salud, creada mediante el Decreto No. 1028 del 24 de septiembre de 2012, exponiendo que el estudio realizado: i) no propuso cargo de profesionales especializados y sin embargo se crearon 3, ii) planteó la creación de trece (13) cargos profesionales universitarios código 219, grado 39, pero se crearon 8 y iii) propuso la creación únicamente de 21 cargos de profesional universitario código 219 grado 3 y se crearon 26. 

Agregó, además que los códigos propuestos por la ESAP para los cargos de auxiliares administrativos no corresponden a los creados, lo cual encuentra paradójico en virtud que el código identifica la naturaleza de las funciones; motivo por el cual, concluyó que se generaron cambios entre la propuesta y el decreto de creación que no tienen ninguna justificación técnica, administrativa y presupuestal conocida.

Finalmente, señaló que el estudio técnico de la ESAP se fundamentó en la aparente inviabilidad financiera para justificar el proceso de liquidación, lo que carece de sustentación, dado que las cifras presentadas no coinciden con el informe de auditoría realizada por la Superintendencia de Salud.

1.1.3. El Juzgado Sexto Administrativo del Circuito Judicial de Armenia, con sentencia del 29 de noviembre de 2017,
 negó las pretensiones de la demanda.

Toda vez que, revisado el material probatorio allegado al proceso, concluyó dicha autoridad judicial que no se demostró vulneración de norma alguna con la expedición del acto administrativo demandado, por lo que se mantiene incólume la presunción de legalidad de que está revestido. Quedó demostrado en el plenario que la supresión del cargo constituye una causa legal de retiro del servicio de la demandante, cuyo ejercicio por parte de la Administración Pública está sujeto a una serie de condicionamientos legales que hacen de esta facultad administrativa, una reglada, circunstancias que se observaron en la expedición del decreto acusado.

Finalmente, expresó que se demostró también que dicha supresión obedeció al proceso de modernización institucional llevado a cabo por parte del Departamento del Quindío, que obedeció, entre otras razones a la inviabilidad financiera y funcional del extinto Instituto Seccional de Salud del Quindío, sin tener forma, a mediano o largo plazo la posibilidad de sanear esa dificultad, por el déficit presupuestal en que se encontraba, fueron situaciones entre otras, determinadas en el correspondiente estudio técnico que establece la ley previo el respectivo proceso y no la provisión definitiva del empleo una vez realizado el concurso de méritos, la calificación insatisfactoria del funcionario, la imposición de sanciones disciplinarias u otra razones atinentes al servicio prestado.

1.1.4. La parte actora inconforme con la anterior decisión la apeló.
 Reiteró los fundamentos con los que solicitó la nulidad del acto demandado y, adicionalmente, argumentó que la expedición del acto de supresión de su cargo fue irregular, pues se fundamentó no sólo en la «falsedad ideológica» contenida en el documento denominado «4. PROPUESTA DE CREACIÓN SECRETARÍA DEPARTAMENTAL DE SALUD. MOMENTO UNO. Medición de cargas laborales (Equipo {sic} de profesionales Proyecto ESAP» sino también en la inexistencia de las encuestas y de las evaluaciones de funciones, perfiles y cargas laborales que se derivan del mismo.

1.1.5. El Tribunal Administrativo del Quindío, con providencia del 15 de junio de 2018,
 confirmó la negativa de las pretensiones.

Lo primero que puso de presente, es que no realizaría pronunciamiento alguno respecto al cargo de la «falsedad ideológica» en que se fundamentó el acto administrativo demandado, toda vez que el mismo, únicamente, se propuso en la apelación y no desde el escrito inicial de la demanda o en la reforma de la misma.

En segundo lugar, analizó los cargos propuestos en la demanda y reiterados en la apelación, así como las pruebas aportadas al proceso ordinario, a partir de lo cual la mencioanda autoridad judicial coligió que la sentencia recurrida sería confirmada, en tanto los argumentos invocados por la parte actora no lograron desvirtuar la legalidad del acto administrativo demandado, mediante el cual fue suprimido el cargo que ocupaba la accionante en provisionalidad; por cuanto los estudios técnicos que sirvieron de soporte para la liquidación del Instituto Seccional de Salud del Quindío sí cumplieron con el requisito establecido en el artículo 97.3 del Decreto No. 1227 de 2005, respecto a la evaluación de las funciones, los perfiles y las cargas de trabajo de los empleos, lo que conlleva a que la decisión de supresión del cargo de la demandante estuvo debidamente sustentada.

1.2. Fundamentos de la solicitud

La tutelante consideró que en la anterior providencia se configuró un defecto fáctico, toda vez que se dejó de valorar una prueba documental decretada de oficio en segunda instancia, como fundamento de una falsedad ideológica en documento público y que fue el sustento puntual del recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia.

1.3. Pretensiones

Como consecuencia del amparo de sus derechos fundamentales solicitó:

«PRIMERO. Que se tutelen los derechos fundamentales al debido proceso y derecho de defensa de la señora ANA MILENA CASTAÑO OROZCO, vulnerados con motivo de la expedición de la sentencia del 15 de junio de 2018, proferida por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL QUINDÍO que confirmó la sentencia de primera instancia, con fundamento en las razones objeto de acción constitucional.

SEGUNDO. Que se deje sin efecto la sentencia proferida el 15 de junio de 2018 proferida por el Tribunal Administrativo del Quindío, y en su lugar se le ordene proferir nueva sentencia en la que se haga la valoración de las pruebas documentales allegadas al plenario y especialmente las decretadas en segunda instancia y resuelva con fundamento en ellas, la falsedad ideológica que sobre el capítulo 4 visible a folio 758 y siguientes del expediente, denominado “Capítulo {sic} 4. PROPUESTA CREACIÓN SECRETARÍA DEPARTAMENTAL DE SALUD MOMENTO UNO 4.1 Medición de cargas laborales (Equipo de Profesionales del Proyecto ESAP), fue alegada oportunamente en el recurso de alzada».

2. Trámite en primera instancia

La Sección Cuarta del Consejo de Estado, con auto de 15 de agosto de 2018,
 admitió la tutela y ordenó notificar a los Magistrados de Tribunal Administrativo del Quindío.
De igual manera, dispuso vincular al Departamento del Quindío, por tener interés en el proceso y consideró no necesaria la del Juzgado Sexto Administrativo del Circuito Judicial de Armenia.
3. Intervenciones

Remitidos los oficios de rigor,
 solo se recibió la siguiente:

3.1. El Tribunal Administrativo del Quindío

Al contestar solicitó negar el amparo deprecado.
 Hizo referencia a los hechos que dieron origen al proceso y puso de presente que el fundamento de la «falsedad ideológica» para solicitar la nulidad del acto administrativo demandado, solo fue planteado hasta que interpuso el recurso de apelación contra el fallo del a quo, ante las nuevas imputaciones fácticas tendientes a modificar el fundamento de sus pretensiones, resultando improcedente su valoración, para el Tribunal, como se explicó ampliamente en la providencia censurada.

Argumentó que, así las cosas en el asunto ordinario decidido se evidenció la preclusión de las etapas procesales en las que la demandante tuvo oportunidad y omitió introducir esos nuevos argumentos, por lo que acceder a su pedimento sería abrir la posibilidad de introducir nuevos y mejores cimientos de las pretensiones en cualquier fase del proceso, pese a su preclusión.

En virtud de lo expuesto, solicitó:

«Teniendo en cuenta las anteriores razones y en virtud que las etapas procesales son preclusivas, carácter que se desconoció por la demandante en el trámite ordinario, me opongo a lo pretendido con la acción de tutela incoada puesto que no se ha quebrantado derecho fundamental alguno y en tal sentido solicito se denieguen sus pretensiones, en razón a que la sentencia cuestionada se fundamentó en derecho».

4. Decisión de primera instancia

La Sección Cuarta del Consejo de Estado con providencia del 26 de septiembre de 2018, negó el amparo deprecado.

La anterior autoridad judicial explicó que no se configuró el defecto fáctico, pues la ausencia de pronunciamiento frente al tema de las encuestas requeridas como prueba oficiosa no obedeció al capricho o descuido del tribunal demandado. En efecto, la autoridad judicial demandada advirtió que no era procedente analizar el cargo de nulidad referido a la ausencia de las aludidas encuestas, toda vez que se trató de un cargo de nulidad nuevo formulado con ocasión del recurso de apelación.

En vista de lo anterior, el a quo consideró que la razonabilidad de la decisión del Tribunal Administrativo del Quindío también tiene asidero en el interés por garantizar la defensa de la contraparte del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, por cuanto no tuvo la oportunidad de pronunciarse en primera instancia sobre la supuesta omisión en la realización de las encuestas.

5. La impugnación
La anterior decisión fue impugnada, por la parte accionante, quien la sustentó reiterando los argumentos expuestos en escrito inicial frente al defecto fáctico alegado.

También explicó que, la falsedad ideológica alegada sobre una prueba que reposa en el expediente no es un cargo nuevo, sino que surge de la contradicción que se ejerce a través del recurso de apelación, sobre la valoración probatoria realizada por la juez en la sentencia, en consecuencia, no se le puede exigir a la parte demandante que alegue la falsedad en la demanda o con la reforma, cuando era completamente desconocido que existiera alguna metodología de estudio de cargas laborales.

6. Trámite en segunda instancia

El Despacho conductor del proceso, mediante auto del 30 de octubre de 2018,
 ordenó vincular a la autoridad judicial que profirió el fallo de primera instancia dentro del proceso ordinario, esto es, al Juzgado Sexto Administrativo del Circuito Judicial de Armenia y con providencia del 16 de noviembre del año en curso,
 a la Escuela Superior de Administración Pública (ESAP).

Remitidas las comunicaciones de rigor, únicamente, intervino:

6.1. La Escuela Superior de Administración Pública (ESAP)

Al intervenir solicitó negar las peticiones de la accionante encaminadas a proteger los derechos fundamentales presuntamente transgredidos: al debido proceso y al derecho de defensa y, en su lugar, por no existir vulneración o amenaza de algún derecho fundamental, pues por el contrario, la ESAP ha sido respetuosa del orden constitucional, los estudios que se adelantaron en el marco del Convenio Interadministrativo No. 046 de 2012, se ajustan a los lineamientos fijados por el Departamento Administrativo de la Función Pública y el devenir procesal surtido ante la jurisdicción contencioso administrativa se ha adelantado con el respeto debido a los derechos fundamentales de las partes e intervinientes.

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia
Esta Sala es competente para asumir el conocimiento de la impugnación presentada, según lo establecido por el Decreto No. 2591 de 1991, en concordancia con el Decreto No. 1069 de 2015 modificado por el Decreto No. 1983 de 2017.

2. Asunto bajo análisis

De conformidad con el fallo de primera instancia y la impugnación presentada, corresponde a la Sala determinar:

i. La procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

ii. Si el fallo de tutela de primera instancia se debe confirmar, modificar o revocar y a partir de los argumentos dados en la impugnación, establecer si existió el defecto fáctico alegado, en vulneración de los derechos fundamentales de la tutelante.

3. Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales

Esta Sección, mayoritariamente,
 venía considerando que la acción de tutela contra providencia judicial era improcedente por dirigirse contra una decisión judicial. Solo en casos excepcionales se admitía su procedencia, eventos estos que estaban relacionados con un vicio procesal ostensible y desproporcionado que lesionara el derecho de acceso a la administración de justicia en forma individual o en conexidad con el derecho de defensa y contradicción.

Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas desemejantes sobre el tema.

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

Señaló la Sala Plena en el fallo en mención: 

«De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente».
 Énfasis propio.

A partir de esa decisión de la Sala Plena, la Corporación debe modificar su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente como expresamente lo indica la decisión de unificación.

Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los «fijados hasta el momento jurisprudencialmente».
Al efecto, en virtud de la sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014,
 la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 de la Constitución Política y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y en donde el Actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.

En cuanto a los requisitos de procedibilidad adjetiva de la tutela contra providencias judiciales, el a quo los dio por superados y la Sala no observa ninguna circunstancia que impida abordar el fondo del asunto.

4. Caso concreto

En cuanto al defecto fáctico esta Sala ha indicado que se configura en ciertos eventos y ante el cumplimiento de algunas cargas por parte del tutelante. Por ello, resulta oportuno poner de presente las reglas que sobre el particular decantó la Sala en sentencia del pasado 11 de febrero de 2016, dentro del radicado No. 11001-03-15-000-2015-03442-00, cuando señaló:

«Esta Sala de Sección en decisión del 12 de noviembre del 2015
 precisó los alcances y requisitos que deben atenderse al momento de alegarse la ocurrencia de un defecto fáctico en una providencia judicial, los cuales son traídos a colación en la presente decisión:

Los eventos de configuración del defecto fáctico son: i) omisión de decretar o practicar pruebas indispensables para fallar el asunto; ii) desconocimiento del acervo probatorio determinante para identificar la veracidad de los hechos alegados por las partes; iii) valoración irracional o arbitraria de las pruebas aportadas; y iv) dictar sentencia con fundamento en pruebas obtenidas con violación del debido proceso, los cuales tienen las siguientes características:

	Evento
	Características

	Omisión de decreto y práctica de pruebas indispensables para fallar el asunto


	Se da cuando la parte, con el fin de probar los hechos que alega, solicita al juez el decreto de una prueba relevante para resolver el problema jurídico sometido a consideración, y ésta fue negada; ello sin desconocer la facultad del juez ordinario de negar pruebas que no atiendan los requisitos de conducencia, pertinencia e idoneidad. Así las cosas, es importante considerar que no toda negativa a un decreto de pruebas abre la posibilidad a la configuración del defecto, ya que éste procederá cuando se rechace el decreto y práctica de la prueba que, solicitada oportunamente, no cumpla con los parámetros arriba señalados.

De esta manera, se requiere:

a) Que la parte identifique el elemento probatorio que solicitó

b) Que la parte demuestre que lo solicitó en oportunidad legal

c) Se expongan las razones por la cuales la prueba solicitada era conducente, pertinente o idónea.

d) Señalar de manera razonada la razón por la cual, de haberse decretado la prueba, el sentido de la decisión hubiere sido otro.

	Desconocimiento del acervo probatorio determinante para identificar la veracidad de los hechos alegados por las partes
	Se presenta cuando, obrando los elementos de convicción en el expediente, y estos resultan decisivos frente a los hechos que se pretenden probar, éstos no son tenidos en cuenta por el fallador ordinario. En este punto, se requiere que de forma específica, se concrete en el escrito de amparo, cuales pruebas, aportadas oportuna y legalmente, fueron desconocidas por el juez.

Así las cosas, se configura siempre que:

a) Se identifiquen los elementos de prueba no valorados por el juez.

b) Se demuestre que éstos fueron aportados en forma legal y oportunamente al proceso

c) Señale las razones por las cuales eran relevantes para la decisión

d) Se precise, razonadamente, la incidencia de los mismos para variar el sentido del fallo.

	Valoración irracional o arbitraria de las pruebas aportadas


	Procede cuando, a la luz de los postulados de la sana crítica, la apreciación efectuada por el fallador, resulta manifiestamente equivocada o arbitraria, y por ello, el peso otorgado a la prueba se entiende alterado.

Se requiere entonces que:

a) La parte precise cuál o cuáles de las pruebas fueron objeto de indebida valoración por el juez

b) La razón del por qué, en cada caso en particular, la consideración del operador judicial se aleja de las reglas de la lógica, la experiencia y la sana crítica.

El segundo de los elementos señalados, resulta de vital importancia, pues es claro que un sencillo desacuerdo en relación con la conclusión a la cual arribó el juez de instancia, en ninguna manera puede ser razón para ordenar el amparo constitucional por este aspecto. Aceptar lo contrario, implicaría una sustitución arbitraria del juez natural.

	Dictar sentencia con fundamento en pruebas obtenidas con violación del debido proceso


	Refiere al supuesto cuando el fallador de instancia decide el asunto con base en pruebas que no observaron los requisitos legales para su producción o introducción al proceso. Así las cosas, el juez no ignora la prueba ni se equivoca en su apreciación, pero yerra al haberla tenido en cuenta para decidir el problema jurídico que le fue planteado, al ser ésta una prueba que desconoce el debido proceso de las partes.

Para su configuración corresponde:

a) Señalar con claridad los elementos probatorios aportados con violación al artículo 29 constitucional.

b) Exponer las razones que sustentan dicha vulneración.

c) Demostrar que estos elementos de convicción fueron el sustento de la decisión.


Como se ve en los elementos señalados, la parte accionante debe precisar mínimamente en su escrito el cargo que plantea, para demostrar no solo la configuración del defecto, sino también, su incidencia en la decisión judicial.

Lo anterior se suma a la exigencia de una carga argumentativa razonable para lograr la prosperidad del cargo, toda vez que, en el caso de una tutela contra una providencia judicial, están en juego valores importantes para el ordenamiento jurídico, como lo son la cosa juzgada y los derivados de los artículos 1º, 2º, 4º, 5º y 6º de la Constitución.

Así mismo, debe ser cuidadoso el interesado al formular el cargo, en la medida en que los supuestos de hecho hasta aquí mencionados, se excluyen entre sí, de tal manera que no será posible alegar uno y otro respecto de una misma prueba, como suele ocurrir, pues además de ser desacertado, genera confusión al fallador».

En el presente caso y como se estableció en los antecedentes de esta acción, la tutelante cumplió con las cargas para abordar el estudio del presente defecto, pues planteó que el Tribunal Administrativo del Quindío dejó de valorar una prueba documental decretada de oficio en segunda instancia, como fundamento de una falsedad ideológica en documento público, que fue el sustento puntual del recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia.

Procede este juez constitucional a hacer explícito cuáles fueron los argumentos de los que se valió la autoridad judicial accionada, quien en segunda instancia, confirmó la negativa de las pretensiones elevadas por la tutelante, dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho que promovió contra el Departamento del Quindío, sobre el punto que se plantea ahora a través del presente mecanismo constitucional; a partir de lo cual se analizará si se configuró el defecto alegado en vulneración de los derechos de la señora CASTAÑO OROZCO.
La providencia judicial cuestionada, visible a folios 1598 a 1608 del cuaderno No. 7 del expediente ordinario allegado en calidad de préstamo, en los antecedentes dejó plasmada las actuaciones procesales adelantadas en la instancia. Luego resumió los argumentos de la sentencia de primera instancia, así como los dados en el recurso de apelación, a partir de lo cual fijó los siguientes problemas jurídicos:

«Se contrae el presente asunto a establecer: 

- Si los argumentos sobre la falsedad ideológica del documento “4. PROPUESTA DE CREACIÓN SECRETARÍA DEPARTAMENTAL DE SALUD. MOMENTO UNO. Medición de cargas laborales (Equipo de profesionales Proyecto ESAP” expuestos por la demandante en la apelación son oportunos.

- Si le asiste razón a la recurrente al considerar que el acto administrativo por medio del cual se dispuso la supresión del cargo que desempeñaba en provisionalidad en el Instituto Seccional de Salud del Quindío está viciado de nulidad por expedición irregular y falsa motivación como consecuencia del incumplimiento al requisito establecido en el artículo 97.3 del Decreto 1227 de 2007 concerniente a la evaluación de funciones, perfiles y cargas de trabajo».
En vista que el primero de los problemas jurídicos fijados por el Tribunal Administrativo del Quindío, corresponde a la situación con la que no está de acuerdo la tutelante y motivó la presente acción constitucional, la Sala traerá a colación las razones que se expusieron en la providencia judicial atacada, para no analizar el cargo de la «falsedad ideológica», así como las pruebas decretadas en segunda instancia, frente a lo cual, se lee:

«4.1. La oportunidad procesal para argumentar la falsedad ideológica del componente relacionado con la evaluación de funciones, perfiles y cargas de trabajo a partir de las pruebas aportadas contestación de la demanda.

Alega la demandante en el recurso de alzada la falsedad ideológica del capítulo denominado “4. PROPUESTA DE CREACIÓN SECRETARÍA DEPARTAMENTAL DE SALUD. MOMENTO UNO. Medición de cargas laborales (Equipo de profesionales Proyecto ESAP” contenido en el estudio de modernización que fue allegado por el Departamento del Quindío con la contestación de la demanda, en virtud que en el mismo se consignaron datos contrarios a la realidad, como la realización de encuestas a 116 personas cuando la planta de personal al momento de la liquidación del Instituto estaba conformada por 73 cargos.

Verifica la Sala que en los argumentos incluidos en la demanda, con el fin de desvirtuar la legalidad del acto administrativo acusado, se halla la supuesta omisión que se concretó en el estudio técnico realizado por la Escuela Superior de Administración Pública para la liquidación del Instituto Seccional de Salud del Quindío en cuanto al requisito establecido en el artículo 97.3 de la Ley {sic}
 1227 de 2005, referente a la evaluación de las funciones, los perfiles y las cargas de trabajo de los empleos. No obstante, este cargo quedó superado con los documentos aportados con la contestación de la demanda, entre ellos el estudio técnico de agosto de 2012 visible a folios 696 del C. 4 al 812 del C. 5, que incorporó el cuestionado capítulo “4. PROPUESTA DE CREACIÓN SECRETARÍA DEPARTAMENTAL DE SALUD. MOMENTO UNO. Medición de cargas laborales”.

Ahora, si bien es cierto mediante auto proferido el 23 de abril del año en curso el ponente dispuso oficiar al Departamento del Quindío y a la ESAP para que allegaran fotocopia de las mencionadas encuestas realizadas en el año 2012 con ocasión del proceso de “Modernización Institucional de la Gobernación del Quindío”, tal decisión se acogió en principio con el fin de esclarecer la situación anotada por la demandante en su apelación sobre una falsedad ideológica, sin embargo de la revisión exhaustiva realizada por la Sala para resolver el fondo del asunto se pudo verificar que ello propiamente se constituye en un nuevo cargo de violación que no fue puesto en consideración por la parte actora a su contraparte en la oportunidad procesal pertinente.

En efecto, la parte actora debió exponer oportunamente como nuevo cargo de violación el de la falsedad ideológica del componente relacionado con la evaluación de funciones, perfiles y cargas de trabajo a partir de la prueba aportada por la entidad con la contestación de la demanda y no postergar sus argumentos hasta el recurso de apelación que hoy nos ocupa, máxime cuando afirma haber tenido conocimiento de la supuesta falsedad en que centra la impugnación, desde aquel momento procesal.

Sobre la oportunidad procesal pertinente para introducir nuevos hechos, pretensiones e incluso fundamentos de derecho o adicionar el concepto de violación, se tiene que la Ley 1437 de 2011 precisa:

“ARTÍCULO 173. REFORMA DE LA DEMANDA. El demandante podrá adicionar, aclarar o modificar la demanda, por una sola vez, conforme a las siguientes reglas: 

1. La reforma podrá proponerse hasta el vencimiento de los diez (10) días siguientes al traslado de la demanda. De la admisión de la reforma se correrá traslado mediante notificación por estado y por la mitad del término inicial. Sin embargo, si se llama a nuevas personas al proceso, de la admisión de la demanda y de su reforma se les notificará personalmente y se les correrá traslado por el término inicial.

2. La reforma de la demanda podrá referirse a las partes, las pretensiones, los hechos en que estas se fundamentan o a las pruebas...”

Se observa que la parte actora en efecto reformó el escrito de demanda tal como consta a folios 886 a 888 del C. principal 5, frente a la pretensión de nulidad del acto administrativo que suprimió el cargo desempeñado en el Instituto liquidado, igualmente en dicho memorial modificó el capítulo de pruebas, en virtud que el Departamento del Quindío allegó parte de las solicitadas en la demanda. Sin embargo no replanteó en momento alguno el fundamento fáctico y jurídico de la demanda, ni el cargo y concepto de violación con base en los nuevos argumentos aportados por la entidad, tal como lo hizo en materia probatoria.

El Órgano de Cierre de esta Jurisdicción ha puntualizado sobre el objeto de la reforma de la demanda lo siguiente: 

“La parte demandante en un proceso administrativo ordinario puede sustituir, aclarar o corregir el escrito de demanda, en el sentido de modificar o suplir alguno o algunos de los elementos constitutivos de aquélla. Así las cosas, la figura procesal de la corrección, aclaración o reforma de la demanda, permite, en el término de fijación en lista, que la parte actora la modifique integral o parcialmente, a efecto de incluir hechos nuevos, cambiar o sustituir las pretensiones, o el objeto planteado de manera previa con la demanda inicial, salvo que se pretenda alterar la acción inicialmente escogida, puesto que ello no es procesalmente viable
. En efecto, la reforma de la demanda permite al demandante corregir, los yerros materiales en los que pudo haber incurrido en la formulación de sus pretensiones, con miras a que se trabe la relación jurídica procesal de la manera más idónea posible”
.

Además sobre la imposibilidad de modificar la causa petendi en el recurso de apelación el Alto Tribunal
 ha indicado: 

“Tales afirmaciones expuestas en el recurso de alzada son claramente imputaciones fácticas nuevas que se quieren adicionar a la demanda, respecto de las cuales para la Sala no hay posibilidad de pronunciamiento alguno, toda vez que esta no es la oportunidad procesal que el ordenamiento jurídico previó para modificar la causa petendi de la demanda, tal como de manera reiterada lo ha sostenido esta Corporación
.

Al respecto, el Código General del Proceso
 prevé que el recurso de apelación tiene por objeto que el superior estudie la cuestión decidida en la providencia inicial y, en esas condiciones, la confirme, la revoque o la reforme y no que los demandantes adicionen o modifiquen sus demandas, sorprendiendo de esa manera a la contraparte con nuevos cargos, respecto de los cuales no tuvo oportunidad de defenderse ni solicitar pruebas: 

“Para la Sala es clara la imposibilidad en que se encuentra la parte demandante para efectos de variar, por vía de la impugnación, el fundamento fáctico de las pretensiones de su demanda, puesto que si bien - según se indicó-, es posible que el juez de la causa modifique el régimen de responsabilidad extracontractual aplicable a casos de esta naturaleza, tal facultad en nada permite que se modifiquen, de manera total o parcial, las imputaciones fácticas que sustentan las prensiones; de aceptarse en esta instancia dicha modificación, entre muchas otras irregularidades, se incurriría en una palmaria violación al debido proceso y en especial al derecho fundamental de defensa de la parte que resultare afectada con tal situación, como lo sería en este caso la entidad demandada.

“En efecto, fácil resulta sostener que la parte demandada fundamenta su defensa en torno a los hechos que la parte demandante relaciona en su demanda, como fundamento de sus pretensiones, de allí que aquella proceda a contestar la demanda, a pedir pruebas y a alegar de conclusión en primera instancia en torno de dichas imputaciones fácticas; si se admitiere que el demandante pudiere cambiar radicalmente tales las imputaciones fácticas, establecidas inicialmente en su demanda, a partir de la apelación, se estaría dejando a la parte demandada sin la posibilidad de haber pedido pruebas o aportado las necesarias para controvertir los nuevos hechos y las nuevas imputaciones a través de las cuales se le pretende responsabilizar, cuestión que equivaldría a lesionar gravemente su derecho de defensa”
 (Subrayas y negrillas del texto original)
.

Conforme a lo discurrido no es admisible el fundamento traído por la demandante en el recurso de apelación, consistente en una presunta falsedad ideológica, derivada de la prueba documental aportada con la contestación por el ente territorial demandado, pues en últimas lo que se busca es agregar un nuevo cargo de violación para sustentar las pretensiones de la demanda, lo cual resulta improcedente por no ser está la oportunidad procesal pertinente para ello y en aras de salvaguardar las garantías que alberga el debido proceso respecto a la parte contraria».

Para este juez constitucional de lo transcrito, en el presente caso, no es posible estructurar el defecto fáctico en los términos planteados por la tutelante.

Lo anterior, pues si bien es cierto que el Tribunal Administrativo del Quindío no valoró las pruebas decretadas en segunda instancia, como lo explicó, ello obedeció a un impedimento legal.

Así, la autoridad judicial cuestionada expuso razonadamente que, el ponente del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho decretó prueba en segunda instancia respecto a los argumentos de la apelante, en cuanto al tema de la «falsedad ideológica», pero al momento de entrar a estudiar el fondo para resolver el recurso de apelación, evidenció que se trataba de un cargo nuevo para fundamentar sus pretensiones de nulidad del acto administrativo, expedido por el Departamento del Quindío, el que no fue propuesto en el debido momento procesal, de conformidad con lo regulado en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y lo establecido por la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre la materia.

Con respecto a lo antes mencionado, al revisarse la demanda
 y la reforma a la misma,
 la apoderado judicial de la señor CASTAÑO OROZCO, no planteó como fundamento de la nulidad pretendida la «falsedad ideológica» de los documentos que soportaron el acto administrativo demandado, no siendo la apelación ni esta acción constitucional el momento procesal para realizarlo; toda vez que la constatación de la demanda se dio el 29 de octubre de 2013
 y la reforma de la acción se presentó el 14 de noviembre de ese mismo año.

En vista de lo anterior, si el Tribunal Administrativo del Quindío hubiese hecho cualquier estudio sobre las pruebas decretadas en segunda instancia, respecto a un cargo de nulidad que no fue propuesto en la adecuada etapa procesal implicaría un desconocimiento de la garantía constitucional al debido proceso que le asiste a las demás partes del proceso ordinario, así como a los terceros con interés vinculados, si los hubiere, toda vez que, desde el inicio del proceso o en la reforma de la demanda (oportunidad en la que se podía introducir dicho cargo) no se hizo, motivo por el cual aquellos no hubiesen tenido la posibilidad de defenderse respecto del mismo, en atención a que sólo fue traído a colación por la apoderada judicial de la tutelante hasta el escrito de apelación contra el fallo de primera instancia del Juzgado Sexto Administrativo del Circuito Judicial de Armenia.

Así las cosas, no se configuró el defecto fáctico alegado, en tanto la providencia objeto de cuestionamiento, si bien, no valoró las pruebas decretadas en segunda instancia, su decisión se encuentra razonable y atendió al estudio de los diferentes planteamientos de las partes, las pruebas allegadas oportunamente, la normatividad y la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre la materia, por lo que más que advertirse el yerro alegado se observa un inconformismo de la parte actora con el fallo adverso a sus pretensiones, de manera que es el caso destacar que la presente acción de tutela no es el mecanismo judicial procedente para reabrir un debate de instancia, caso contrario en el cual se comprometería la autonomía del juez natural.
Por lo anterior, este juez constitucional confirmará la providencia impugnada, proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA
PRIMERO: Confirmar el fallo de tutela de primera instancia, del 26 de septiembre de 2018, por medio del cual la Sección Cuarta del Consejo de Estado negó el amparo deprecado por la señora ANA MILENA CASTAÑO OROZCO, de conformidad con la parte motiva de la presente decisión.

SEGUNDO: Notificar a las partes según lo establecido por el artículo 30 del Decreto No. 2591 de 1991.
TERCERO: Enviar el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, de conformidad con lo establecido por el artículo 32 del Decreto No. 2591 de 1991.

CUARTO: Devolver el expediente ordinario allegado en calidad de préstamo.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO
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Consejero
� Fls. 2 – 10.


� Facultades prorrogadas por la Ordenanza No. 21 del 27 de junio de ese mismo año.


� Fls. 1 – 47. C. 1 del expediente ordinario allegado en calidad de préstamo (en adelante Exp. Ord.).


� Énfasis del original.


� Fls. 886 – 888. C. 5. Idem.


� Fls. 1177 – 1192. C. 6. Exp. Ord.


� Fls. 1193 – 1199. C. 6. Exp. Ord.


� Fls. 1598 – 1608. C. 7. Idem.


� Énfasis del original.


� Fl. 51.


� Fls 52 – 56.


� Fls. 76 – 78.


� Fls. 118 – 121.


� Fls. 127 – 129. El fallo de primera instancia se notificó por correo electrónico el 3 de octubre de 2018 (fls. 122 – 126). La impugnación se radicó el día 5 de ese mes y año, es decir, dentro del término establecido por el artículo 31 del Decreto No. 2591 de 1991.


� Fl. 139.


� Fl. 148.


� Fls. 161 – 164.


� Sobre el particular, el Consejero Ponente mantuvo una tesis diferente sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial que se puede consultar en los salvamentos y aclaraciones de voto que se hicieron en todas las acciones de tutela que conoció la Sección. Ver, por ejemplo, salvamento a la sentencia Consejera Ponente: Dra. Susana Buitrago Valencia. Radicación: 11001-03-15-000-2011-00546-01, accionante: Oscar Enrique Forero Nontien y accionados: CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN C Y OTROS.


� Sala Plena. Consejo de Estado. Rad. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de Tutela - Importancia jurídica. Actora: Nery Germania Álvarez Bello. Consejera Ponente: María Elizabeth García González.


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: «DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia».


� Sala Plena. Consejo de Estado. Rad. No. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de Tutela - Importancia jurídica. Actora: Nery Germania Álvarez Bello. Consejera Ponente: María Elizabeth García González.


� Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref.: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actora: Alpina Productos Alimenticios. Consejero Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� «Radicación No. 11001-03-15-000-2015-01471-01, Accionante: Jaime Rodríguez Forero; Accionado: Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “A”. Consejera Ponente: Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez».


� Énfasis del original


� No es una ley, sino un decreto ley.


� «“[L]a aclaración o corrección de la demanda puede ser total o parcial, es decir, que se pueden simplemente incluir nuevos demandados o excluir alguno, adicional los hechos o hacer nuevas peticiones o sustituirlas por otras o introducir nuevas disposiciones como violadas o nuevos conceptos de la violación de esas normas superiores; o, por el contrario, sustituir la demanda primitiva en su totalidad por una nueva que venga a reemplazarla totalmente. Lo que, en cambio, no es factible procesalmente hacer, es variar la naturaleza de la acción inicialmente escogida y propuesta...” GONZÁLEZ Rodríguez, Miguel “Derecho Procesal Administrativo”, Décima Segunda Edición, Ed. Gustavo Ibáñez, 2006, Pág. 341. Cita en el texto original».


� «Consejo de Estado. Auto del 07 de febrero de 2007. Rad. 11001-03-26-000-2005-00076 00(32293) CP. Alier Eduardo Hernández Enríquez».


� «Sentencia del 13 de mayo de 2015. Exp. 33334. CP Hernán Andrade Rincón».


� «“(...) en el recurso de apelación no es posible modificar los fundamentos fácticos señalados en la formulación jurídica; es decir, al juez de segunda instancia no le está permitido emitir juicios sobre hechos que no constituyeron el fundamento de la demanda, dado que el recurso de apelación no puede entenderse como un mecanismo para reformar o modificar la causa petendi, de suerte que la Sala se abstendrá de hacer pronunciamiento alguno frente al argumento nuevo planteado en dicho recurso". (Se destaca). Al respecto ver, entre otras, las siguientes providencias de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado: sentencia de febrero 20 de 1989, exp. 4655, C.P. Antonio José de Irisarri Restrepo; auto de marzo 30 de 2006, exp. 31789, C.P. Alier Hernández; sentencia de noviembre 30 de 2006, exp. 16583; sentencia de octubre 18 de 2007, exp. 15528 y sentencia de agosto 29 de 2007, exp. 15494, C.P. Ruth Stella Correa Palacio; sentencia de junio 23 de 2010, exp. 18674 C.P. Mauricio Fajardo Gómez (E)». Negrilla del original.


� «“ARTÍCULO 320. FINES DE LA APELACIÓN. El recurso de apelación tiene por objeto que el superior examine la cuestión decidida, únicamente en relación con los reparos concretos formulados por el apelante, para que el superior revoque o reforme la decisión (...).». Énfasis del original.


� «Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia 7 de octubre de 2009, exp. 17629, reiterada en Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia 13 de mayo de 2015, exp. 33334. C.P. Hernán Andrade Rincón (E), entre muchas otras providencias de la Sala».


� «Consejo de Estado. Auto del 12 de mayo de 2016. Rad. 63001-23-33-000-2013-00090 01(54306). CP. Marta Nubia Velásquez Rico».


� Énfasis del original.


� Fls. 1 – 47. C. 1. Exp. Ord.


� Fls. 886 – 888. C. 5. Idem.


� Fls. 296 – 319. C. 2. Exp. Ord.


� Sobre el tema del término para la presentación de la reforma de la demanda, se puede consultar la providencia de unificación de la Sección Primera del Consejo de Estado, del 6 de septiembre de 2018, proceso de nulidad y restablecimiento del derecho No. 11001-03-24-000-2017-00252-00, accionante: Federación Colombiana De Hockey Sobre Hielo y demandado: COLDEPORTES, C. P. Roberto Augusto Serrato Valdés, donde analizó las diferentes posiciones sobre la materia, de las otras Secciones de la Corporación.





